
PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2005, DEL MINISTERIO DE
ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL DECRETO LEY Nº 211, DE 1973, Y

OTROS CUERPOS LEGALES, EN LO RELATIVO AL DELITO DE COLUSIÓN. 
BOLETÍN N° 10.366-03

NORMAS LEGALES VIGENTES PROYECTO APROBADO EN GENERAL POR LA COMISIÓN DE ECONOMÍA 
DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2005, DEL MINISTERIO DE
ECONOMÍA, FOMENTO Y RECONSTRUCCIÓN, QUE FIJA EL TEXTO

REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL DECRETO LEY Nº 211,
DE 1973,

Artículo Primero.- Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, del Ministerio
de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado del  Decreto Ley Nº 211,  de 1973,  de la  siguiente
forma:

Artículo  26º.-  La  sentencia  definitiva  será  fundada,  debiendo  enunciar  los
fundamentos de hecho, de derecho y económicos con arreglo a los cuales se
pronuncia. En ella se hará expresa mención de los fundamentos de los votos de
minoría,  si  los  hubiere.  Esta  sentencia  deberá  dictarse  dentro  del  plazo  de
cuarenta y cinco días, contado desde que el proceso se encuentre en estado de
fallo.

En la sentencia definitiva, el Tribunal podrá adoptar las siguientes medidas:

a)  Modificar  o  poner  término  a  los  actos,  contratos,  convenios,  sistemas  o
acuerdos que sean contrarios a las disposiciones de la presente ley;
b)  Ordenar  la  modificación  o  disolución  de  las  sociedades,  corporaciones  y
demás personas jurídicas de derecho privado que hubieren intervenido en los
actos, contratos, convenios, sistemas o acuerdos a que se refiere la letra
anterior;
c) Aplicar multas a beneficio fiscal hasta por una suma equivalente a veinte mil
unidades tributarias anuales y, en el caso de sancionar una conducta prevista en
la letra a) del artículo 3°, hasta por una suma equivalente a treinta mil unidades
tributarias  anuales.  Las  multas  podrán  ser  impuestas  a  la  persona  jurídica
correspondiente,  a sus directores, administradores y a toda persona que haya
intervenido en la realización del acto respectivo. Las multas aplicadas a personas
naturales  no  podrán  pagarse  por  la  persona  jurídica  en  la  que  ejercieron
funciones

1.- Reemplázase en la letra c) del artículo 26 la expresión “a treinta mil unidades
tributarias  anuales”  por  la  siguiente  frase:  “al  doble  del  beneficio  económico
obtenido como resultado de la infracción”.
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ni  por  los  accionistas  o  socios  de  la  misma.  Asimismo,  tampoco  podrán  ser
pagadas por cualquiera otra entidad perteneciente al mismo grupo empresarial en
los términos señalados por el artículo 96 de la Ley de Mercado de Valores, ni por
los accionistas o socios de éstas. En el caso de las multas aplicadas a personas
jurídicas,  responderán  solidariamente  del  pago de  las  mismas sus  directores,
administradores  y  aquellas  personas  que  se  hayan  beneficiado  del  acto
respectivo, siempre que hubieren participado en la realización del mismo.

Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes
circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la
gravedad de la conducta, la calidad de reincidente del infractor y, para los efectos
de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado a la Fiscalía antes o
durante la investigación.

2.- Agrégase los siguientes dos incisos finales al artículo 26º:

“Si  se  acredita  la  concurrencia  de  hechos  que  constituyan  cualquiera  de  los
supuestos enunciados en inciso segundo, letra a) del artículo 3º, además de las
multas correspondientes de acuerdo a la letra c) anterior, se impondrán las penas
de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo a
los  directores,  administradores  y  a  toda  persona  que  haya  intervenido  en  la
realización del acto respectivo, en cualquier grado de participación. La pena se
aumentará en un grado cuando la conducta recaiga sobre bienes consistentes en
alimentos,  productos  higiénicos  de  primera  necesidad,  prestaciones  de  salud,
medicamentos, servicios educacionales y unidades habitacionales. 

Con todo, estarán exentos de responsabilidad penal quienes no obstante haber
ejecutado una conducta prevista en la letra a) del artículo 3º, aporten a la Fiscalía
Nacional  Económica  antecedentes  que  conduzcan  a  la  acreditación  de  dicha
conducta y a la determinación de los responsables. Para acceder a esta eximente
de responsabilidad penal, el ejecutor de la conducta deberá ser el primero que
aporte los antecedentes a la Fiscalía, dentro del grupo de responsables de la
conducta imputada, no ser el organizador de la conducta ilícita coaccionando a
los  demás  a  participar  en  ella,  y  debe  cumplir  con  los  demás  requisitos
contemplados en inciso segundo del artículo 39 bis de esta ley.”.
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. 3.- Agrégase el siguiente artículo 26º bis:

“Artículo 26º bis.- Para determinar la pena señalada en el inciso final del artículo
anterior, respecto de los comportamientos señalados en la letra c) del artículo 3º,
el tribunal no tomará en consideración lo dispuesto en los artículos 67, 68 y 68 bis
del Código Penal y, en su lugar, aplicará las siguientes reglas:

1.-  Si  no  concurren  circunstancias  atenuantes  ni  agravantes  en  el  hecho,  el
tribunal  podrá  recorrer  toda  la  extensión  de  la  pena  señalada  por  la  ley  al
aplicarla.
2.- Si concurren una o más circunstancias atenuantes y ninguna agravante, el
tribunal  impondrá  la  pena  en  su  grado  mínimo.  Si  concurren  una  o  más
agravantes  y  ninguna  atenuante,  la  impondrá  en  su  grado  máximo.  Para
determinar en tales casos el mínimo y el máximo de la pena, se dividirá por mitad
el período de su duración: la más alta de estas partes formará el máximo y la más
baja el mínimo.
3.-  Si  concurren  circunstancias  atenuantes  y  agravantes,  se  hará  su
compensación racional para la aplicación de la pena, graduando el valor de unas
y otras.”.

CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES Artículo Segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º del
Código Orgánico de Tribunales:

   Art.  6°  Quedan sometidos  a  la  jurisdicción  chilena  los  crímenes y  simples
delitos  perpetrados  fuera  del  territorio  de  la  República  que a  continuación  se
indican:
    1° Los cometidos por un agente diplomático o consular de la República, en el
ejercicio de sus funciones;
    2° La malversación de caudales públicos, fraudes y exacciones ilegales, la
infidelidad en la custodia de documentos, la violación de secretos, el cohecho, 
cometidos por funcionarios públicos chilenos o por extranjeros al servicio de la

COMISIÓN DE ECONOMÍA DEL SENADO

3



República y el cohecho a funcionarios públicos extranjeros, cuando sea cometido
por un chileno o por una persona que tenga residencia habitual en Chile;
    3° Los que van contra la soberanía o contra la seguridad exterior del Estado,
perpetrados  ya  sea  por  chilenos  naturales,  ya  por  naturalizados,  y  los
contemplados en el Párrafo 14 del Título VI del Libro 
II del Código Penal, cuando ellos pusieren en peligro 
la salud de habitantes de la República;
    4° Los cometidos, por chilenos o extranjeros, a bordo de un buque chileno en
alta  mar,  o  a  bordo  de  un  buque  chileno  de  guerra  surto  en  aguas  de  otra
potencia;
    5° La falsificación del sello del Estado, de moneda nacional, de documentos de
crédito  del  Estado,  de  las  Municipalidades  o  de  establecimientos  públicos,
cometida por chilenos o por extranjeros que fueren habidos en el territorio de la
República;
    6° Los cometidos por chilenos contra chilenos si el culpable regresa a Chile sin
haber sido juzgado por la autoridad del país en que delinquió;
    7° La piratería;
    8° Los comprendidos en los tratados celebrados con otras potencias;
    9° Los sancionados por el Título I del Decreto N° 5.839, de 30 de septiembre
de  1948,  que  fijó  el  texto  definitivo  de la  Ley  de  Defensa Permanente  de la
Democracia, cometidos por chilenos o por extranjeros al servicio de la República,
y

    10. Los sancionados en los artículos 366 quinquies, 367 y 367 bis Nº 1, del
Código Penal, cuando pusieren en peligro o lesionaren la indemnidad o la libertad
sexual de algún chileno o fueren cometidos por un chileno o por una persona que
tuviere residencia habitual en Chile; y el contemplado en el artículo 374 bis, inciso
 primero,  del  mismo  cuerpo  legal,  cuando  el  material  pornográfico  objeto  de
conducta hubiere sido elaborado utilizando chilenos menores de dieciocho años.

1.- Sustitúyese, en el numeral 9°, la letra “y” junto a la coma (,) que le precede,
por un punto aparte.

2.-  Reemplázase  al  final  del  numeral  10,  el  punto  aparte  por  una  letra  “y”,
precedida de una coma (,).

3.- Agrégase el siguiente numeral 11, nuevo: 

“11. Los sancionados por el artículo 26º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, del
Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005, que fija el  texto
refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley Nº 211, de 1973.”.
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